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I. Introducción

Una de las posibles pruebas para verificar no sólo la robustez, sino también el 
alcance y validez de un marco teórico consiste en aplicarlo a los casos límite. 
Si éstos pueden resolverse adecuadamente utilizando los argumentos aplica-
bles a la mayoría de casos, la teoría aprobará el examen. Al contrario, cuando 
el caso límite muestre cierta incompatibilidad con la construcción teórica 
deberemos cuestionar, si no la validez, al menos el alcance de la propuesta 
explicativa. El discurso de la “ciudadanía laboral” puede someterse a un caso 
límite que lo pone a prueba: la ciudadanía laboral de niñas y niños.

Existe una tensión evidente entre aceptar la universalidad de los derechos 
humanos y reconocer el derecho al trabajo como un derecho humano, en 
virtud de que tanto en las representaciones sociales como en los mismos ins-
trumentos que reconocen derechos humanos, los niños tienen precisamente 
el derecho a no trabajar.
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La pregunta de investigación que se explora en este trabajo podría formu-
larse de la siguiente manera ¿el derecho al trabajo puede considerarse como 
un derecho humano siendo que las personas menores de 18 años están exclui-
das de su titularidad y puede, por ende, sostenerse el concepto de “ciudadanía 
laboral”?

Ante la aparente paradoja entre la universalidad de los derechos y la 
exclusión de los niños del derecho humano al trabajo se propone una nueva 
comprensión de la ciudadanía —incluida la ciudadanía laboral— derivada 
de la tesis de la interdependencia de los derechos.

La problematización de la universalidad de los derechos humanos desde 
la perspectiva del reconocimiento de las niñas y los niños como titulares ha 
sido poco explorada. Es por ello que este trabajo constituye un primer inten-
to de construir una propuesta que permita sostener que los derechos corres-
ponden a todas las personas, aún cuando algunos de éstos no correspondan 
a las personas en ciertas condiciones (como no haber alcanzado cierta edad). 
Para ello, se expondrá en un primer momento el concepto de “ciudadanía 
laboral”, así como las críticas que se le han hecho. En seguida se plantea el 
concepto de “ciudadanía incluyente” como una vía más allá de la ciudada-
nía legal, fundada en los derechos humanos. En dos apartados posteriores 
se expone la evolución del reconocimiento de los derechos del niño tanto en 
el ámbito internacional como en México, incluyendo las distintas visiones 
sobre el trabajo infantil reflejadas en la legislación. A continuación se ex-
plica la tensión entre algunos derechos —incluidos aquellos vinculados a la 
ciudadanía legal— y los derechos de los niños. Concluimos con la interde-
pendencia de los derechos y su realización en “momentos” para argumentar 
que todas las personas son titulares de todos los derechos humanos.

II. El concepto de ciudadanía laboral

El derecho al trabajo nos enfrenta a una paradoja, como ya se ha menciona-
do: si aceptamos que el derecho al trabajo es un derecho humano, entonces 
debe ser un derecho universal y, en consecuencia, los niños tendrían derecho 
al trabajo. Si, por el contario, aceptamos que el derecho al trabajo no co-
rresponde a todas las personas, en este caso a los niños, entonces debemos 
aceptar que no puede ser considerado como un derecho humano al no ser 
universal.

Esto desde luego tiene una repercusión directa en el concepto de ciu-
dadanía laboral, pues el reconocimiento del derecho al trabajo desde una 
concepción tradicional como derecho humano no sólo puede conducir a un 
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discurso de exclusión, como argumentan algunos autores, sino que implíci-
tamente excluye a todos aquellos a quienes se considera se debe relegar del 
ejercicio del derecho, en concreto los niños. No resulta tampoco casual que 
el mismo concepto incluya un término del cual se excluye también a los ni-
ños como lo es la ciudadanía.

La ciudadanía —por lo menos la ciudadanía legal— supone una serie 
de condiciones que presuponen la exclusión de las personas menores de 
edad. Es decir, para ser ciudadano en la mayoría de los países del mundo 
se requiere haber alcanzado la mayoría de edad. En el caso de México, por 
ejemplo, el artículo 34 de la Constitución establece que para ser ciudadano 
se requiere, además de tener la calidad de mexicano, haber cumplido 18 
años de edad. Así, la ciudadanía constituye un estatus vinculado a la titu-
laridad de ciertos derechos que son excluyentes, en tanto establecen ciertas 
condiciones adicionales a las de ser persona.

Hallamos dos visiones de “ciudadanía laboral”. Por un lado, puede con-
cebirse como un discurso de exclusión. Usando la metáfora del claroscuro 
en el arte pictórico, Fassi (2013: 5) indica la existencia de una degradación 
luminosa desde la ciudadanía laboral del discurso capitalista dominante (the 
hegemonic reification of  the triad ‘waged, mercantile and contractual’ tends to be the axe 
of  labour law),1 hacia la penumbra de la precariedad, luego la informalidad 
y, finalmente, la oscuridad laboral de la criminalidad o la marginalidad (y, 
cabe añadir, el desempleo). Esta autora critica que se vincule la integración 
social, es decir ciudadanía, con una noción sesgada de trabajo reflejada en 
el derecho laboral.

…citizenship does not necessarily have to be interlocked with labour in order 
to access social inclusion. The fact that social groups understand the access to 
work as their gate into social inclusion is a legal symbolic construction. Law 
is here an exclusionary mechanism because it defines on the one hand what 
is ‘work,’ on the other hand who is a ‘citizen’. Labour citizenship legitimizes 
class, gender and social inequalities (Fassi, 2013: 8).

En este discurso a los excluidos se les responsabiliza por su exclusión del 
trabajo socialmente reconocido (asalariado, mercantilista y contractual) y 
se les reduce a objetos de caridad. Desde esta perspectiva, los niños resulta-
rían excluidos completamente de la construcción simbólica de la inclusión 
ciudadana a través del trabajo, puesto que legalmente están impedidos para 
trabajar, lo que además tiene como consecuencia que quienes tienen que 

1		 La reificación hegemónica de la triada “asalariado, mercantilista y contractual” tiende 
a ser el eje del derecho laboral (traducción propia).
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—o deciden—hacerlo, necesariamente deben recurrir a la informalidad. Es 
decir, al impedir la ley el trabajo infantil sin considerar contextos y empren-
der políticas de apoyo a las niñas y los niños, éstos deben necesariamente 
incorporarse al mercado informal, con todo lo que ello implica, ante la im-
posibilidad de ser contratados legalmente.

Por otro lado, la ciudadanía laboral puede significar que las personas 
tengan una actividad profesional digna que facilite su aportación a la cons-
trucción de la sociedad, siendo el trabajo un ejercicio de ciudadanía. En este 
caso, se vincula el trabajo con los derechos humanos a través del derecho al 
trabajo (artículo 23, DUDH). El documento Cohesión social: inclusión y sentido 
de pertenencia en América Latina y el Caribe de la CEPAL (2007: 27) argumenta 
la relación directa entre ciudadanía y derechos humanos:

Uno de estos ámbitos que hoy determina la agenda y el debate, dado el avan-
ce de la democracia y del Estado de derecho, es el de la ciudadanía moder-
na. Indudablemente esto supone avanzar en la plena universalidad de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, lo que requiere 
conjugar el Estado de derecho, el respeto a las libertades, la representación 
política y el mayor acceso a oportunidades de bienestar, de uso productivo de 
capacidades y de protección social.

En concreto, la CEPAL construye la noción de “ciudadanía plena”, 
que incluye el ejercicio del derecho al trabajo (digno). Por ello, la pobreza 
constituye “una privación de ciudadanía, por cuanto remite a la falta de 
titularidad de derechos sociales y de participación en el desarrollo” (p. 27). 
Asimismo, los trabajadores informales deben ingresar al mercado regular 
para que puedan acceder a los derechos y obligaciones de una “ciudadanía 
económica” (Tokman, 2009: 115). Según Tokman (2007: 38):

La pobreza, la informalidad y la exclusión, además de identificar carencias de 
acceso a recursos, bajos ingresos y vulnerabilidades, constituyen la carencia 
de ciudadanía en la medida en que se les niega la titularidad de los derechos 
sociales y el derecho a estar socialmente protegido.

En este marco, la educación aporta capacidades y conocimientos para 
luego poder ejercer la plena ciudadanía (Filgueira, 2007: 123 y 129). Así, 
el documento de la Iniciativa Regional América Latina y el Caribe libre de Trabajo 
Infantil concibe que “La construcción de una ciudadanía global inicia desde 
la primera infancia (0-8 años)…” (2014: 8).

Esta perspectiva, sin embargo, presenta algunos problemas conceptua-
les. ¿Deberíamos hablar de personas con diferentes grados de ciudadanía 
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(plena, parcial, nula) o, más bien, de ciudadanas y ciudadanos (plenos, todos 
ellos) cuyos derechos se violan?

No obstante, la visión gradualista en el fondo busca defender la ciuda-
danía de pobres, informales y menores de edad laboral, en la forma de su 
concepto de ciudadanía, que requiere de escolarización y trabajo formal para 
poder llegar a ser “plena”, establece las bases para la exclusión que dice com-
batir. En esta visión, una parte sustancial de la sociedad latinoamericana se-
rían semiciudadanos, de acuerdo con su condición de niñez o precariedad 
laboral. Por ejemplo, en 2004 la OIT reporta que aproximadamente la mitad 
de los trabajadores de Brasil, Argentina y Chile pertenecen al sector informal.

En resumen, el constructo de ciudadanía laboral está expuesto a críti-
cas en la medida en que descuida problematizar el significado de “laboral”, 
prestándose a un posible discurso de exclusión que favorece una determina-
da ideología del trabajo (Fassi, 2013). Además, cuando se vincula al enfoque 
de derechos humanos (Abramovich, 2006; Ferrer, 2006) sin problematizar el 
sentido de “ciudadanía” puede caer en la paradoja de fomentar la exclusión 
que supuestamente combate.

III. La ciudadanía incluyente

Con todo, cabe examinar si el concepto de ciudadanía laboral puede salvar 
estos escollos ideológicos y conceptuales. Aquí nos interesan sobre todo dos 
aspectos. Primero, analizar el alcance de la ciudadanía. ¿Se trata de un tér-
mino inclusivo o, al contrario, una categoría con acceso condicionado por el 
crecimiento biológico, la educación recibida, el tipo de trabajo desempeñado 
o cualquier otro factor? Segundo, determinar en qué sentido el derecho al tra-
bajo debe enlazarse con la ciudadanía y, en concreto, la ciudadanía infantil.

En relación con la protección social, Repetto (2010: 10), citando a O’Donnell 
(2009: 205), asume una visión que articula la ciudadanía con la titularidad de 
derechos. Las personas tienen derecho a la protección social porque son ciuda-
danos. Es decir, no se constituyen en (plenos) ciudadanos cuando pueden contri-
buir al sistema de seguridad social mediante el trabajo, sino que su preexistente 
ciudadanía implica el derecho a la protección social. La ciudadanía está ligada 
a la dignidad de las personas. Como sugiere O’Donnell, ciudadanía, dignidad y 
derechos se encuentran indisolublemente unidos en cada persona.

Por otro lado, Sen (2000) aboga por la titularidad de derechos de las per-
sonas, independientemente de su cumplimiento o de cualquier obligación de-
rivada de tal titularidad. Sin embargo, separa ser ciudadano de ser sujeto de 
derechos, ya que “los derechos humanos se consideran derechos compartidos 
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por todos —con independencia de la ciudadanía—, ventajas que todo el mun-
do debería tener” (2000: 135). Este punto de vista, en contraste con una po-
sición inclusiva y universalista sobre la ciudadanía, señala el vínculo histórico 
entre el paradigma de los derechos humanos y la constitución de una comuni-
dad de Estados miembros en la ONU. Históricamente se concibieron los dere-
chos humanos como derechos inalienables de las personas “con independen-
cia de la ciudadanía” estatal, como indica Sen. De esta manera, se pretendía 
salvaguardar la dignidad humana de las arbitrariedades de los Estados en sus 
definiciones y prácticas jurídico-políticas respecto a la ciudadanía.

Hoy día no podemos, sin más, seguir reproduciendo esta lógica que divor-
cia derechos humanos y ciudadanía si se toma en cuenta el creciente desarrollo 
de un discurso sobre ciudadanía inclusiva en el derecho internacional, como 
indica la CEPAL en la cita a la que se ha hecho alusión con anterioridad.

Por tanto, debe plantearse la ampliación del alcance de la ciudadanía a 
todas las personas. Se trata de un concepto inclusivo y universal, como la dig-
nidad humana. Esto no implica fusionar este término con dignidad, ya que 
continúa teniendo sus propias características, que se evidencian en el discurso 
sobre el desempeño de la ciudadanía. El punto clave es afirmar que uno nace, 
no se hace ciudadano, aunque también pueda hacerse ciudadano, de hecho 
es deseable y exigible como derecho humano que se haga ciudadano. La 
ciudadanía es, primero, una condición y, luego, un proceso. Pero el proceso 
desarrolla la condición, no la crea. Por ello no es erróneo afirmar que se cons-
truye ciudadanía en las escuelas o en la integración laboral de las personas. 
Sin embargo, esto es la mitad menos importante de la ecuación ciudadana.

La otra mitad, más significativa, es que la ciudadanía es una dignidad 
humana adquirida por nacimiento, independientemente del estatus legal de 
los progenitores. Si adoptamos esta perspectiva, no son las personas las que 
deben adaptar su ciudadanía a los Estados, frecuentemente como seudociu-
dadanos, sino los Estados los que deben garantizar los derechos humanos 
que conlleva la condición ciudadana.

Desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, pre-
cedente fundamental de la democracia moderna y el derecho internacio-
nal, que distingue entre ser titular de derechos humanos y la condición de 
ciudadanía, el interés político del Estado-nación de regular quién puede ser 
considerado “ciudadano” desde un punto de vista jurídico-legal, con amplias 
repercusiones sociales, debe entenderse como un filtro contingente super-
puesto al paradigma de derechos humanos.

Se dirá que esta posición es ingenua porque no parte de la realidad, de 
lo establecido jurídicamente en algunas constituciones, como la mexicana 
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(artículo 34).2 No obstante, más allá de lo dispuesto en las leyes sobre quién 
es ciudadano o en qué consiste la ciudadanía, cabe apuntar que “la ciuda-
danía” y “ser ciudadano” son construcciones sociales y que la misma ley es 
una construcción social. Esto significa que los consensos sociales y jurídicos 
evolucionan en recíproca tensión. En fin, que lo aparentemente establecido 
se sostiene por el continuo esfuerzo de personas e instituciones, que si bien 
reproducen en cierta forma lo que reciben, también imprimen cambios, su-
tiles o significativos, que van dando nueva forma a la realidad social.

Una vez sentada la base para una ciudadanía inclusiva, que incluye a 
niñas y niños, en segundo lugar es necesario determinar en qué sentido el 
derecho al trabajo debe enlazarse con la ciudadanía y, en concreto, la ciu-
dadanía infantil. Una aproximación literal en el marco de una ciudadanía 
laboral identificaría el derecho al trabajo con el derecho al trabajo infantil. 
Esto sigue siendo simplista aunque se distinga el trabajo infantil deseado 
por el propio niño de la explotación laboral a la que son sometidos la gran 
mayoría de niños trabajadores. La fórmula ciudadanía de niñas y niños + 
derecho al trabajo = derecho al trabajo infantil es inadecuada. Para salir 
de este impasse proponemos aplicar el principio de la interdependencia en-
tre derechos humanos. El derecho al trabajo no puede plantearse como un 
derecho aislado, con un cumplimiento independiente al de otros derechos.

La singularidad de cada derecho humano y su estatus de “derecho hu-
mano” le otorga un carácter y autoridad que puede confundirse con una 
pretendida autonomía, como si se tratase de una entidad autocontenida, 
exigible en sí misma. Desde este punto de vista, los derechos se sitúan en 
un plano simbólico completamente horizontal, con una autoridad a priori 
simétrica. Cuando dos o más derechos chocan en la realidad —por ejemplo, 
la libertad de expresión y el derecho a la intimidad— se negocian mediante 
criterios que la comunidad moral o jurídica ha ido estableciendo a partir de 
su experiencia normativa y práctica.

Este individualismo de los derechos humanos es erróneo, como se verá 
en la siguiente sección. Ni su concepción ni su cumplimiento pueden con-
templarse aisladamente. Existe una relación “orgánica” entre derechos, 
aunque metodológicamente uno pueda analizar el concepto y observar el 
ejercicio de este o aquel derecho. Pensar u observar solamente X no impli-
ca que X no esté relacionado con Y y Z. Al contrario, la atención selectiva 
implica un estrechamiento de la realidad y cabe asumir que para entender 
X deberíamos pensar y observar su entorno.

2		 Artículo 34. Son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, teniendo la 
calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos:

  I. Haber cumplido 18 años, y II. Tener un modo honesto de vivir.
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En otras palabras, el “trabajo” es un concepto que, como cualquier otro, 
se ha ido construyendo socialmente —por ello, es acertada la crítica de Fassi, 
revisada con anterioridad, respecto a la ciudadanía laboral como discurso de 
exclusión—. Esta construcción no se realiza con autonomía de otros concep-
tos, como por ejemplo la “educación” o el “desarrollo”. Conceptualmente 
los derechos están relacionados, son interdependientes. El derecho al trabajo 
es instrumental para el ejercicio de otros derechos (p. ej. artículos 17 y 24, 
DUDH) y otros derechos son instrumentales para poder ejercer el derecho 
al trabajo (p. ej. artículo 13, DUDH). El derecho al trabajo asume el cum-
plimiento de otros derechos (p. ej. artículo 3o., DUDH) y otros derechos 
asumen el cumplimiento del derecho al trabajo (p. ej. artículo 22, DUDH). 
El derecho al trabajo limita otros derechos (p. ej. artículo 19, DUDH) y vi-
ceversa (p. ej. artículo 4o., DUDH). También podemos reconocer relaciones 
entre el derecho al trabajo, que convencionalmente se ubica en la “segun-
da generación” de derechos, y derechos de la primera (p. ej. artículo 20, 
DUDH) y tercera (p. ej. artículo 8.1, Declaración sobre el Derecho al Desa-
rrollo) generaciones.

De esta manera, es dudoso argumentar que la ciudadanía laboral impli-
ca el derecho al trabajo infantil. El análisis debe centrarse en la interacción 
entre la red de derechos de niñas y niños (la Convención sobre los Derechos del 
Niño) y la red de derechos interdependientes con el derecho al trabajo. En 
breve, el derecho al trabajo y la ciudadanía de niñas y niños conviven en 
una interdependencia no reducible un supuesto derecho al trabajo infan-
til. Al contrario. Como se demuestra en la siguiente sección, las niñas y los 
niños tienen derecho a un desarrollo integral que no incluye una actividad 
laboral adulta.

IV. Los derechos del niño

Aunque podríamos hablar de cierto nivel de consenso en la actualidad res-
pecto de la titularidad de derechos de los niños, lo cierto es que esta idea 
es de reciente aparición. Niñas y niños no fueron reconocidos como sujetos 
de derechos humanos, sino hasta bien entrado el siglo XX, aunque es po-
sible identificar algunos antecedentes. Lo cierto también es que este reco-
nocimiento formal y aparente consenso no consiguen eliminar las tensiones 
entre los derechos humanos y la ciudadanía en su concepción originaria, y 
la condición de su titularidad durante la minoría de edad. Ello supone tanto 
la concepción de los derechos como individuales, como la idea de su titular 
como agente autónomo.
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Si bien, como se ha mencionado ya, la identificación de las generacio-
nes de derechos ha sido fuertemente cuestionada, la visión histórica sobre 
su surgimiento es de gran utilidad para comprender las tensiones cuando 
se pretende su universalidad. La primera generación de derechos, los dere-
chos civiles y políticos, que emerge a finales del siglo XVIII, supone el sur-
gimiento de un actor fundamental: el ciudadano, el agente autónomo. Esta 
condición excluía de entrada a quienes no encajaban en esta categoría; es 
decir, a quienes no podían hacer ejercicio de la libertad, los no ciudadanos:

aquel que tiene derecho a voto en la legislación se llama ciudadano... La única 
cualidad exigida para ello, aparte de la cualidad natural (no ser niño ni mu-
jer), es ésta: que uno sea su propio señor (sui iuris) y, por tanto, que tenga alguna 
propiedad (incluyendo en este concepto toda habilidad, oficio, arte o ciencia) 
que le mantenga; es decir, que en los casos en que haya de ganarse la vida 
gracias a otros, lo haga solo por venta de lo que es suyo, no por consentir que 
otros utilicen sus fuerzas; en consecuencia, se exige que no sea un sirviente —en 
el sentido estricto de la palabra—de nadie más que de la comunidad (Kant, 
Ak. VIII, 295).3 

En la segunda y tercera generación de derechos se supera esta condi-
ción para ser titular de derechos en la forma, pero no en el fondo, es decir, el 
modelo que sigue privando como titular de derechos es el agente autónomo, 
aunque se amplía esta categorización a quienes en un principio estaban ex-
cluidos, es decir, los no ciudadanos. Con el proceso de reconocimiento uni-
versal de los derechos se soslaya esta tensión, que sale a la luz precisamente 
en los casos límite. Es por ello que si de por sí el concepto de ciudadanía 
laboral es controvertido, lo es aún más cuando pensamos en los niños como 
titulares de derechos.

Una de las muestras de esta paradoja, es precisamente que uno de los 
antecedentes de los derechos del niño se da en el ámbito laboral. Las pri-
meras leyes que surgen en relación con la infancia se dan en la Inglaterra 
del siglo XX, a propósito del trabajo infantil en las fábricas. Esta legislación 
tenía como objetivo precisamente regular la participación de los niños en 
el contexto de la Revolución Industrial. En 1841 se promulgan las prime-
ras leyes sociales, a propósito de la infancia, para limitar el trabajo en las 
fábricas. En Inglaterra, en 1889, se promulga una ley para proteger a los 
niños de tratos crueles. Además, paralelo al interés del gobierno, se dio una 
oleada de beneficencia privada creando instituciones en favor de los niños 
(Robertson, 1982: 469).

3		 Citado en Ileana P. Beade, disponible en: http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext
&pid=S0718-43602009000100002.
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En este sentido podemos sostener también que se da un proceso inverso 
en el caso del trabajo como derecho tratándose de adultos y niños: en el caso 
de los adultos la evolución se orienta hacia el reconocimiento del derecho al 
trabajo como un derecho universal que va adquiriendo calificativos, como 
el derecho al trabajo decente,4 mientras que en el caso de los niños evolu-
ciona hacia un derecho a no trabajar o, por lo menos, a eliminar las peores 
formas de trabajo infantil.5 Un mismo punto de partida —condiciones de 
trabajo inhumanas— y dos puntos de llegada muy diversos.

El primer antecedente en el contexto internacional sobre derechos hu-
manos del niño se da en 1924 con la Declaración de Ginebra,6 adoptada 
por la Sociedad de Naciones. En este documento aparece un derecho de ser 
protegido en contra de la explotación, aunque está lejos de contener una 
prohibición del trabajo infantil. Por el contrario, su redacción parece legi-
timar la actividad económica de los niños en el artículo 4o., el cual señala 
que el niño debe ser puesto en condiciones de ganarse de la vida: “El niño 
debe ser puesto en condiciones de ganarse la vida y debe ser protegido de 
cualquier explotación”.7 

Ya en el contexto de la organización de las Naciones Unidas se aprue-
ba la Declaración de Derechos del Niño de 1959,8 que ordena la adopción 

4		 El concepto de trabajo decente fue acuñado por Juan Somavía en su primer informe 
como Director General de la OIT en 1999 para definir la misión de la organización: “El tra-
bajo decente es el punto de convergencia de sus cuatro objetivos estratégicos: la promoción 
de los derechos fundamentales en el trabajo; el empleo; la protección social y el diálogo so-
cial. Esto debe orientar las decisiones de la Organización y definir su cometido internacional 
en los próximos años” (OIT, 1999).

5		 Hoy en día hay un gran debate en torno al trabajo infantil, pues algunos expertos y 
activistas sostienen la necesidad de su total erradicación, mientras que otros argumentan que 
esta visión es hegemónica de ciertas realidades de los países desarrollados económicamente, 
de tal manera que lo que se tiene que erradicar es la explotación, pero no el trabajo. No 
entraremos a ese debate en este trabajo, simplemente tomaremos como punto de partida lo 
que se desprende de los tratados internacionales.

6		 La Declaración de Ginebra tiene su origen en la iniciativa de la británica Eglantyne Jebb, 
fundadora de la organización Save de Children, cuyo objetivo era ayudar a los niños víctimas de la 
Primera Guerra Mundial y de la Revolución Rusa. La Declaración de Ginebra consta de cinco 
artículos que protegen los siguientes derechos: condiciones adecuadas para el desarrollo mate-
rial y espiritual; alimentación; atención sanitaria; ayudas especiales para los niños con problemas 
de tipo psíquico o social; protección en situaciones de emergencia, y protección ante cualquier 
tipo de explotación.

7		 4. The child must be put in a position to earn a livelihood, and must be protected against every form 
of  exploitation.

8		 La Declaración de los Derechos del Niño fue aprobada por la Asamblea General de 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959. Consta de un breve preámbulo y diez principios 
que recogen los siguientes derechos: Derecho al disfrute de todos los derechos sin distinción; 
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progresiva de medidas orientadas por diez principios. Establece en el prin-
cipio II que el niño debe gozar de protección especial y tener oportunidades 
para desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente. En el principio 
IX aparece, además de la protección contra la explotación, la prohibición 
del trabajo antes de cierta edad, aunque no se específica ésta, así como la 
protección en contra de actividades peligrosas:

Principio IX

El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad y explo-
tación. No será objeto de ninguna trata.

No deberá permitirse al niño trabajar antes de una edad mínima ade-
cuada; en ningún caso se le dedicará ni se le permitirá que se dedique a 
ocupación o empleo alguno que pueda perjudicar su salud o su educación, o 
impedir su desarrollo físico, mental o moral.

En los años subsecuentes se desarrolla con mucho más claridad la pro-
hibición del trabajo infantil como consecuencia tanto de los convenios de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) como de la aprobación de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. En 1973 se aprueba el Convenio 
138 de la OIT sobre la edad mínima de admisión al empleo9 que tiene como 
fin, según se señala en el Preámbulo, ser un instrumento general cuyo fin es 
la erradicación del trabajo infantil:

Considerando que ha llegado el momento de adoptar un instrumento general 
sobre el tema que reemplace gradualmente a los actuales instrumentos, apli-
cables a sectores económicos limitados, con miras a lograr la total abolición 
del trabajo de los niños.

El Convenio 138 establece que la edad mínima de admisión al empleo 
deberá estar vinculada a la edad en que concluya la educación obligatoria 
y, en su caso, no ser menor a quince años:

derecho a la protección especial y a disponer de oportunidades y servicios a través de leyes 
promulgadas de acuerdo con el interés superior del niño; derecho a un nombre y nacionali-
dad; derecho a la salud, alimentación vivienda recreo y servicios médicos adecuados; derechos 
del niños física o mentalmente impedido; derecho s no ser separado de sus padres; derecho a 
la educación, a la orientación de sus padres, al juego y recreación; derecho a ser el primero en 
recibir atención y socorro en toda circunstancia; derecho a ser protegido contra toda forma de 
abandono, crueldad, explotación y trata; derecho a ser educado en un espíritu de compren-
sión, tolerancia, paz y fraternidad universal.

9		  El convenio 138 de la OIT se adopta el 26 de junio de 1973 y entra en vigor el 19 de 
junio de 1976.
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Artículo 2o…
3.	 La edad mínima fijada en cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo 1 del 

presente artículo no deberá ser inferior a la edad en que cesa la obligación 
escolar, o en todo caso, a quince años.

Para el caso de trabajos peligrosos la edad mínima es fijada en dieciocho 
años:

Artículo 3o…
1.	 La edad mínima de admisión a todo tipo de empleo o trabajo que por 

su naturaleza o las condiciones en que se realice pueda resultar peligroso 
para la salud, la seguridad o la moralidad de los menores no deberá ser 
inferior a dieciocho años.

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les de 1976, presenta una visión acorde con el Convenio 138, al establecer 
en el artículo 3o. que los Estados deben proteger al niño de la explotación 
económica y los trabajos nocivos, así como establecer una edad mínima por 
debajo de la cual se sancione la contratación de mano de obra infantil:

Artículo 10. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 
3.	 Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor 

de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de 
filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adoles-
centes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos 
nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el 
riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los 
Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales 
quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de 
obra infantil.

En 1989 la Asamblea de Naciones Unidas aprueba la Convención sobre 
los Derechos del Niño10 (CDN) que, a diferencia de la Declaración de 1959, 
es un documento jurídicamente vinculante, es decir, de contenido obligato-
rio para los Estados que ratifiquen el instrumento. En este tratado se aborda 
también el tema del trabajo infantil en la misma línea que el tratado 138 de 
la OIT que incluye protección contra la explotación económica y el desem-
peño de trabajos que puedan obstaculizar el ejercicio del derecho a la edu-
cación o trabajos peligrosos para la salud o el desarrollo del niño, así como 
la obligación de establecer una edad mínima para la admisión al trabajo:

10		 Aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989.
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Artículo 32.
1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra 

la explotación económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que 
pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su 
salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, mental o social.

2.	 Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales 
y educacionales para garantizar la aplicación del presente artículo. Con ese 
propósito y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de otros instru-
mentos internacionales, los Estados Partes, en particular:
a)	 Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;
b)	 Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones 

de trabajo, y
c)	 Estipularán las penalidades y otras sanciones apropiadas para asegurar 

la aplicación efectiva del presente artículo.

En la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fun-
damentales en el trabajo y su seguimiento aparece también claramente la 
agenda para erradicar el trabajo infantil para todos los miembros de la Or-
ganización como uno de los principios relativos a los derechos protegidos 
por los convenios.

Finalmente, en 1999 se aprueba el Convenio 182 de la OIT sobre la 
prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmedia-
ta para su eliminación,11 cuyo objetivo es contar con un instrumento para 
erradicar precisamente la participación de niños en trabajos nocivos tales 
como la esclavitud, el trabajo forzoso, el reclutamiento de niños en conflic-
tos armados, la utilización de niños en la pornografía o la prostitución,12 el 
trabajo en actividades ilícitas y, en general, los trabajos nocivos para el niño. 
Respecto de este último rubro se deja a los Estados determinar qué activida-
des pueden ser calificadas como nocivas para el desarrollo del niño.

En la Conferencia mundial sobre trabajo infantil de La Haya en 2010 
se aprueba la Hoja de Ruta para lograr la eliminación de las peores formas 
de trabajo infantil para 2016, mientras que a nivel regional se presenta en 
2014 la Iniciativa Regional América Latina y el Caribe libre de Trabajo 
Infantil como un instrumento para acelerar el ritmo de erradicación del 
trabajo infantil.

11		 Adoptada el 17 de junio de 1999.
12		  La Convención sobre los Derechos del Niño tiene también dos protocolos facultativos 

que abarcan lo que el Convenio 182 de la OIT considera como peores formas de trabajo 
infantil: El Protocolo Facultativo sobre la participación de niños en conflictos armados y el 
Protocolo Facultativo sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía.
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Es importante resaltar que el proceso de prohibición del trabajo infan-
til corrió al mismo tiempo que el desarrollo del derecho a la educación, en 
concreto con la prolongación de la educación obligatoria. Es decir, entre 
más se avanzaba en la prohibición del trabajo infantil y se elevaba la edad 
de admisión al empleo, se extendía el periodo de la educación obligatoria. 
En este sentido se puede hablar de un proceso de modificación del papel del 
Estado respecto del bienestar del niño, robusteciendo su función para llegar 
a la comprensión de que es papel de éste y no del propio niño el garantizar 
las condiciones para su vida y supervivencia. Esto se ha visto reflejado en el 
derecho a la educación vis a vis el derecho al no trabajo.

Como se puede advertir, el siglo XX fue testigo de una profunda modi-
ficación en materia de trabajo infantil que va desde una especie de recono-
cimiento al trabajo de niñas y niños, hasta leyes y estrategias internacionales 
para su erradicación. Es a partir de la segunda mitad del siglo que aparece 
ya con toda claridad la visión sobre la necesidad de abolir el trabajo infantil, 
agenda que se va reforzando con los instrumentos internacionales.

Pese al gran avance que significa el reconocimiento de la obligación de 
eliminar el trabajo infantil en los tratados internacionales, ello no supone 
en modo alguno la superación de las tensiones que subyacen al concepto de 
derechos humanos y al modelo de su titular.

1. El trabajo infantil en México

La Constitución mexicana tiene un proceso distinto al que se dio a nivel 
internacional, pues en un principio se adelantó a la prohibición del trabajo in-
fantil, pero posteriormente sufrió un estancamiento que la dejó rezagada res-
pecto de los instrumentos internacionales. La Constitución de 1917 prohibía 
ya el trabajo de los niños menores de 12 años13 y establecía restricciones para 
el trabajo de los adolescentes de 12 a 18.

En 1962 se reforma el artículo 123 para prohibir expresamente la utili-
zación del trabajo de los menores de 14 años y establecer que los mayores de 
esa edad y menores de 16 tendrán una jornada máxima de seis horas. Esta 
redacción permaneció vigente hasta 2014, año en que fue reformada para 
elevar la edad mínima a 15 años, armonizándola con el convenio 138 de 
la OIT que México no había ratificado hasta entonces por esta disposición 
constitucional que la hacía incompatible con el tratado.

13		 Artículo 123 fracción III. Los jóvenes mayores de doce años y menores de diez y seis, 
tendrán como jornada máxima la de seis horas. El trabajo de los niños menores de doce años 
no podrá ser objeto de contrato.
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2. Infancia y ciudadanía

El derecho al trabajo ilustra claramente una aparente paradoja cuando 
hablamos de niños: cuanto más se especifican los derechos humanos para 
responder a las necesidades específicas de ciertos grupos en condición de 
vulnerabilidad, menos universales se vuelven los derechos. La especificación 
de los derechos tiene como consecuencia en este caso la prohibición del 
trabajo infantil y la generación de estrategias para su erradicación, como se 
ha visto claramente en la descripción de la evolución del derecho interna-
cional. Así, los niños se ven cada vez menos identificados con los derechos 
contenidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos precisa-
mente para garantizar sus derechos humanos.

Algo similar aunque no idéntico ocurre, aunque de manera mucho me-
nos explícita, con otros derechos considerados también universales, especial-
mente las libertades. Su ejercicio se encuentra muy limitado en el caso de los 
niños, precisamente con base en un argumento implícito de protección de 
otros derechos humanos. Por ejemplo, se entiende limitado el acceso a la in-
formación en el caso de las personas menores de edad con el fin de proteger 
su desarrollo. Así, el Estado tiene obligación de establecer horarios específi-
cos para los niños con el fin de protegerlos en contra de contenidos violentos. 
Lo mismo ocurre con la libertad de tránsito que se encuentra sujeta al ejer-
cicio de la patria potestad, lo que se traduce en que un niño no puede salir 
del país si no es con autorización de sus padres o tutores.

En el tema de la ciudadanía legal encontramos limitaciones a los derechos, 
aunque con argumentos —la mayoría de las veces también implícitos— dife-
rentes. La mayoría de los derechos vinculados a la ciudadanía, especialmente 
los derechos políticos como el derecho al voto y a ser votado, se entienden 
reservados a las personas mayores de edad. Sin embargo, ello se justifica sobre 
la incapacidad del niño para tomar decisiones relevantes. De esta manera se 
excluye de la ciudadanía a un grupo de la población.

¿Qué hacer ante esta paradoja? La ruta que se propone es una com-
prensión más inclusiva de la ciudadanía —incluida la ciudadanía laboral— 
a partir de la tesis de la interdependencia de los derechos.

3. La interdependencia de los derechos

El caso límite de la niñez representa un reto al concepto de ciudadanía 
laboral, tanto en la vertiente de ciudadanía como en el aspecto laboral. La 
interdependencia de los derechos humanos proporciona un marco de aná-
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lisis que puede resolver aparentes paradojas y salvaguardar tanto la ciuda-
danía de niñas y niños como el derecho al trabajo. En la sección anterior se 
revisó la evolución histórica del tratamiento del trabajo infantil en el dere-
cho internacional y mexicano. Esta evolución debe entenderse no como la 
evolución solitaria del derecho al trabajo, aplicado en este caso a menores 
de edad, sino como la evolución de la red interdependiente de derechos 
relacionados con el trabajo, es decir, aparte del derecho al trabajo, los dere-
chos que lo presuponen, lo limitan o se derivan de éste.

El principio de interdependencia de los derechos humanos se incor-
poró a la Constitución mexicana con la reforma al artículo 1º, en junio de 
2011. La interdependencia implica que el disfrute de un derecho depende 
de la realización de otro derecho o grupo de derechos (Vázquez-Serrano, 
2011: 152 y 153) y que las obligaciones correlativas son igualmente exigi-
bles (2011: 155). Las primeras formulaciones de este concepto aparecen 
en los preámbulos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(1966), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (1966) y, posteriormente, en la Proclamación de Teherán (1968), que 
señalan que los derechos humanos son indivisibles y que la realización de 
los derechos civiles y políticos no es posible sin el goce de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales. Años más tarde, la Resolución 32/177 de 
la Asamblea General de Naciones Unidas (1977) establece que “Todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales son indivisibles e interdepen-
dientes”. De igual manera encontramos este principio en la Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo (1968) y en la Declaración y Programa de 
Acción de Viena (1992: 149-152).

Si bien el principio de interdependencia de los derechos se entiende res-
pecto de todos los derechos humanos, en el caso de las personas menores de 
edad se requiere profundizar un poco más. Cuando se plantea el derecho al 
trabajo para una persona o colectivo concretos, como la infancia, debemos 
identificar la red de derechos interdependientes en torno al trabajo. Pero, 
además, cabe añadir la dimensión temporal al análisis de cómo se expresa 
esa interdependencia. Por un lado, frecuentemente no todos los derechos se 
pueden expresar de manera simultánea, por otro lado, su misma interde-
pendencia condiciona la temporalidad en la que los derechos se expresan. 
Sin embargo, la no expresión no quiere decir que un derecho se “suspenda” 
temporalmente. Al contrario, proponemos que todos los derechos, aunque 
no se expresen momentáneamente, permanecen vigentes; y no sólo vigen-
tes, sino que se cumplen mediante el cumplimiento de la interdependencia 
entre derechos.
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Para profundizar en esta tesis, proponemos el concepto de “momento” 
de un derecho. En una red interdependiente cada derecho tiene ciertos mo-
mentos, determinados por la dinámica de la propia red y la situación en la 
que la persona o el colectivo se encuentran, en los que se hace más relevante 
y se expresa objetivamente en la acción exterior. Por ejemplo, de modo ideal,  
las personas acceden a un trabajo digno cuando han llegado a cierto punto 
de madurez psicosocial y cuentan con preparación para desarrollarse en el 
puesto de trabajo. Sin madurez (niños) o preparación (sin educación) es difícil 
argumentar que el trabajo puede ser digno y no explotador. En la red de de-
rechos interdependientes con el derecho al trabajo los momentos del derecho 
al desarrollo humano (CDN, artículo 27) y a la educación (CDN, artículos 28 
y 29) son anteriores al momento del derecho al trabajo. Pero el derecho al tra-
bajo no se cumple solamente cuando llega su momento. De hecho, se cumple 
también mediante el cumplimiento anterior de los derechos al desarrollo y  
a la educación, porque sin esos cumplimientos la persona no puede acceder a 
un trabajo digno. En otras palabras, en la red de interdependencia los dere-
chos tienen sus momentos de objetivación en la acción exterior que es lo que 
tradicionalmente se ha llamado “ejercicio” o “cumplimiento”. Sin embargo, 
tomando la red como sujeto de análisis debemos hablar de un cumplimiento 
colectivo a través de la dinámica de expresión de los diversos derechos duran-
te sus momentos. Por tanto, el derecho al trabajo también se cumple con los 
momentos (entre otros) de los derechos al desarrollo integral y a la educación. 
Y no hay contradicción en decir que la prohibición del derecho al trabajo 
para niñas y niños, que garantiza el derecho a su desarrollo y educación, es 
compatible con el cumplimiento del propio derecho al trabajo.

Desde luego que el caso del derecho al trabajo no es el único que puede 
ser explicado a partir de la interdependencia de los derechos y de los mo-
mentos de su objetivación. De hecho casi todos los derechos de los niños 
pueden ser comprendidos de esta manera. Por ejemplo, el derecho a la in-
formación. Desde la perspectiva adulta, este derecho implica la posibilidad 
de acceder prácticamente a cualquier contenido de interés de la persona, 
con muy pocas limitaciones como podría ser el respeto a la vida privada de 
las personas. Sin embargo, en el caso de las niñas y los niños el derecho de 
acceso a la información, si bien está reconocido,14 se entiende que está con-
dicionado a que la información sea adecuada a la capacidad de compren-
sión y asimilación de la niña o el niño. Es decir, se trata de un derecho que 

14		 El derecho a la información en el caso de niñas y niños está contenido en la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño (artículos 13 y 17) y en la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes (artículo 65).
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se expresa en un cierto momento de una manera más limitada que con el 
paso de los años y que tiene como finalidad precisamente el cumplimiento 
de otros derechos, como el derecho al desarrollo adecuado y a la formación 
de un juicio propio del propio niño, así como preservar derechos que se ex-
presarán en momentos posteriores, incluido el mismo acceso a la informa-
ción. Desde luego podemos vincular también este derecho con el derecho 
a la educación y a la protección en contra, por ejemplo, de la explotación 
sexual. Ello se explica porque la limitación al derecho de acceso a la infor-
mación tiene como finalidad preservar al niño de contenidos que no puede 
comprender y que afectarían su desarrollo.

V. Conclusiones

El concepto de ciudadanía ha sido objeto de intensos debates en los últimos 
años. Es necesario continuar en esta línea de discusión para, primero, com-
prender adecuadamente su relación con los derechos humanos y, segundo, 
construir una representación de ciudadanía laboral que sea capaz de articu-
lar el derecho infantil a no trabajar.

En esta línea de argumentación, si se entiende la ciudadanía laboral 
desde la interdependencia de los derechos y ampliada a todas las personas, 
el concepto sí pasa la prueba de someterse al caso límite de los niños. Sin 
embargo, es necesario reflexionar también si el concepto es útil para descri-
bir y analizar la realidad social o, si por el contrario, no aporta nada signi-
ficativo a la teoría.

Por un lado, el concepto de ciudadanía laboral desde la interdependen-
cia de los derechos, permite ampliar el concepto de ciudadanía más allá de 
la ciudadanía política, lo cual permite incluir a los grupos tradicionalmen-
te excluidos de la ciudadanía legal. Sin embargo, también es cierto que la 
excesiva flexibilización del concepto le quita precisión y cabría preguntar-
nos si la ciudadanía laboral podría ser mejor comprendida como inclusión 
laboral. Para ello es necesario continuar con el debate y la definición del 
concepto.

Por último, queremos hacer énfasis en las potencialidades del concepto 
de interdependencia de derechos desde la perspectiva planteada en este tra-
bajo. En primer lugar, permite sostener el derecho al trabajo como derecho 
humano universal, justificando la prohibición del trabajo infantil y la ga-
rantía de otros derechos, de acuerdo con el “momento” de los derechos. El 
concepto de red de interdependencia plantea un contexto que permite un 
análisis más completo y profundo sobre los derechos humanos y su garantía. 
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Permite también explicar y justificar la evolución histórica de los derechos 
y sostener la dignidad del niño como persona, aun cuando no pueda expre-
sar en determinados momentos (de otros derechos) algunos de los derechos 
universales.

La línea de reflexión sobre el derecho al trabajo puede plantearse, en 
esta línea, en torno a la inclusión en la “constelación de derechos” que se 
configuran con el derecho al trabajo, con el fin de superar las limitaciones 
ideológicas y conceptuales del constructo ciudadanía laboral.

Dentro de un Estado, el no ejercicio de los derechos necesarios para el 
desarrollo humano que permite el acceso a un puesto de trabajo digno re-
presenta una causa significativa del círculo de la desigualdad social. Entre 
Estados, la tolerancia con el no cumplimiento de estos derechos refleja un 
neocolonialismo facilitado por la explotación laboral, infantil y adulta, que 
se establece entre los países “desarrollados” y los países que supuestamente 
se desarrollan en partir de tal explotación —pero esto es materia de otra 
investigación—.
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